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INFORME No. 68/11
PETICIÓN 1095-03

ADMISIBILIDAD

SIMEÓN MIGUEL CABALLERO DENEGRI y ANDREA VICTORIA DENEGRI ESPINOZA

PERÚ

31 de marzo de 2011
I.
RESUMEN

1. El 14 de diciembre de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisión Interamericana", "la Comisión" o "la CIDH") recibió una petición presentada por Andrea Victoria Denegri Espinoza, Erika Vela Cumapa y Rocío Garces Miranda (en adelante “las peticionarias”)
 a favor de Simeón Miguel Caballero Denegri (en adelante también “la presunta víctima”), en la cual se alega la violación por parte de la República del Perú (en adelante "Perú", "el Estado" o "el Estado peruano") de derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”). Las peticionarias afirmaron que autoridades judiciales peruanas actuaron de forma irregular en una acción judicial declaratoria de paternidad formulada por la señora Andrea Victoria Denegri Espinoza en representación de su hijo Simeón Miguel Caballero Denegri. Señalaron que dichas irregularidades permitieron que la parte demandada destruyera medios de prueba esenciales para la determinación de la filiación de la presunta víctima. Finalmente, argumentaron que la acción declaratoria de paternidad fue desestimada en última instancia con criterios que desconocen los estándares internacionales sobre los derechos de la niñez.
2. El Estado afirmó que la acción declaratoria de paternidad extramatrimonial interpuesta por la señora Andrea Victoria Denegri fue tramitada con arreglo a las garantías de un debido proceso. Sostuvo que la presunta víctima tuvo acceso a los recursos previstos en la legislación interna dirigidos a preservar los elementos de prueba en un proceso declaratorio de paternidad. El Estado argumentó que no tiene responsabilidad por actos de particulares en una acción civil, máxime cuando los órganos judiciales que la conocieron actuaron conforme a derecho y a la legislación material y procesal pertinente. Finalmente, sostuvo que la petición no satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención.  
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declararla admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 17.5, 18, 19, 24, 8 y 25 de la Convención en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado. La Comisión decidió notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 14 de diciembre de 2003 se recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número 1095-03. Las peticionarias presentaron información adicional el 12 de enero de 2004, 17 de marzo y 12 de abril de 2005 y 11 de febrero de 2008. El 26 de agosto de 2008 se transmitió la petición al Estado y se le otorgó el plazo de dos meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH.

5. El Estado presentó su respuesta el 14 de septiembre de 2009 y el 16 de marzo, 6 de julio y 12 de noviembre de 2010 y 24 de febrero de 2011 envió comunicaciones adicionales. A su vez, las peticionarias remitieron información adicional el 9 de septiembre, 6 de octubre y 3 de noviembre de 2008, 8 de enero, 24 de mayo y 25 de agosto de 2010, 14 de enero y 28 de febrero de 2011.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de las peticionarias

6. Afirmaron que el 15 de agosto de 1997 la señora Andrea Victoria Denegri Espinoza interpuso una acción civil ante el Primer Juzgado de Familia de Lima en representación de su hijo Simeón Miguel Caballero Denegri, de 8 años de edad en ese estonces. Alegaron que dicha acción tuvo por propósito obtener la declaración judicial de paternidad de la presunta víctima por el señor SCB, con quien la señora Denegri Espinoza habría mantenido una relación sentimental e íntima durante varios años. Indicaron que la acción fue presentada contra la sucesión de SCB, conformada por su viuda y tres hijas (en adelante también “las demandadas”), debido a que aquél había fallecido el 12 de marzo de 1991. 
7. Las peticionarias afirmaron que previo a la acción judicial declaratoria de paternidad, la señora Andrea Victoria Denegri formuló una “Diligencia Preparatoria de Absolución de Posiciones”, el cual afirmaron ser un procedimiento no contencioso con la finalidad de que el señor SCB fuese interrogado sobre la paternidad de Simeón Miguel Caballero Denegri. Indicaron que dicho procedimiento concluyó el 25 de febrero de 1991, sin que el señor SCB se hubiese pronunciado. 
8. Las peticionarias manifestaron que en el curso de la acción declaratoria de paternidad, la señora Denegri Espinoza solicitó una medida cautelar para que los restos mortales de SCB, depositados desde marzo de 1991 en el Cementerio de la Planicie en la ciudad de Lima, fuesen preservados para la realización de prueba biológica de ADN. El 9 de septiembre de 1997 el Primer Juzgado de Familia de Lima declaró fundada la solicitud de medidas cautelares y prohibió el traslado y cremación de los restos mortales de SCB. Se indica que tras la interposición de apelación por las demandadas, el 21 de abril de 1998 la Sexta Sala Civil de Familia de Lima dejó sin efecto la medida cautelar, fundamentando su decisión en que no obraría en autos comprobante de pago del valor de veinte mil nuevos soles fijado por el Primer Juzgado de Familia de Lima como contracautela
, ni explicación por la actora sobre “de que forma o modo las herederas de la Sucesión demandada estarían llevando a cabo actos para la exhumación, traslado o incineración de [los restos mortales de SCB]”. 
9. Las peticionarias arguyeron que desde septiembre de 1997 el Primer Juzgado de Familia de Lima había aceptado la contracautela ofrecida por la actora Andrea Victoria Denegri en la modalidad de anotación de embargo sobre dos vehículos de su propiedad. Al respecto, adjuntaron la copia de una resolución del Primer Juzgado de Familia de Lima de fecha 18 de septiembre de 1997 ordenando al Director General de Circulación Terrestre del Ministerio de Transportes y Comunicaciones la “anotación de la medida de embargo en FORMA DE INSCRIPCIÓN sobre los vehículos […] de propiedad de doña ANDREA VICTORIA DENEGRI ESPINOZA […]
”. En este sentido, argumentaron que la Sexta Sala Civil de Familia de Lima actuó de manera irregular al mencionar que no existiría comprobante de cumplimiento de la contracautela por parte de la actora.
10. Las peticionarias afirmaron que en cumplimiento de la decisión de la Sexta Sala Civil de Familia, el 7 de mayo de 1998 el Primer Juzgado de Familia de Lima dispuso que se cursara un oficio a la administración del Cementerio de la Planicie para que deje sin efecto la medida cautelar previamente otorgada. Señalaron que en el mismo día el Ministerio de Salud dictó la Resolución Directoral Nº 014-98 declarando con lugar una solicitud formulada por la viuda del señor SCB, consistente en trasladar y cremar sus restos mortales depositados en el Cementerio de la Planicie, lo cual se concretó un día después. Destacaron que al levantar las medidas cautelares, la Sala Sexta de Familia de Lima coadyuvó con la destrucción de medios probatorios fundamentales para la verificación de la paternidad de Simeón Miguel Caballero Denegri.  
11. Según lo informado, tras la cremación de los restos mortales de SCB por parte de las demandadas, la señora Andrea Victoria Denegri interpuso una denuncia penal contra aquellas y sus representantes legales por delito contra la administración de justicia en modalidad de destrucción de pruebas y encubrimiento real. Se indica que el 23 de septiembre de 1999 dicha denuncia fue archivada de forma definitiva por la 17ª Fiscalía Provincial Transitoria Especializada.
12. Las peticionarias manifestaron que los representantes de la señora Andrea Victoria Denegri requirieron al Primer Juzgado de Familia de Lima actuar de oficio la prueba de ADN con muestras de sangre u otras que fuesen necesarias, a las tres hijas reconocidas por SCB y a Simeón Caballero Denegri. Informaron que el referido juzgado convocó a las demandadas a audiencias complementarias, con el objetivo de obtener muestras de sangre y realizar pruebas de ADN. Sin embargo, señalaron que las demandadas se negaron a comparecer a tales audiencias. Según lo alegado, con anterioridad a la convocatoria de las audiencias, la titular del Primer Juzgado de Familia de Lima había recibido información de laboratorios privados asegurando que la prueba de ADN en sangre o mucosa bucal entre presuntos hermanos posee un grado de certeza superior a un 99% para confirmar la filiación y un 100% para descartarla.
13. Las peticionarias afirmaron que el 23 de enero de 2001 el Primer Juzgado de Familia de Lima declaró fundada la acción formulada en nombre de la presunta víctima, tras lo cual las hijas y esposa del señor SBC formularon recurso de apelación. Indicaron que el 21 de junio de 2001 la Sala Especializada de Familia de la Corte Superior de Justicia de Lima confirmó la sentencia de primera instancia, declarando que SCB es el padre de la presunta víctima. Según lo alegado, los referidos órganos judiciales fundamentaron sus decisiones en la actuación procesal de las demandadas, en particular en el hecho de haber cremado los restos mortales de SCB y de no presentarse a sucesivas audiencias para la realización de pruebas de ADN, pese a haber sido notificadas oportunamente.
14. Las peticionarias indicaron que contra la decisión de la Sala Especializada de Familia de la Corte Superior de Justicia de Lima, las demandadas interpusieron un recurso de casación ante la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia. Afirmaron que el 23 de diciembre de 2002 los magistrados de la referida Sala Suprema declararon fundado el recurso de casación e improcedente la pretensión de la madre y representante de Miguel Simeón Caballero Denegri. Destacaron que la decisión final sobre recurso de casación se fundamentó inter alia en
que en el caso concreto la parte demandada no es el presunto progenitor sino su sucesión, es decir, se trata de personas evidentemente ajenas al acto de concepción del menor; por lo que la presunción que el juzgador puede tener respecto del comportamiento de estas últimas no puede ser de ninguna manera contundente para declarar la filiación. 
[y] que en un proceso de filiación, además de la presunción judicial, debe acompañarse en forma incontrovertible otras pruebas absolutamente definidas que conduzcan al juzgador al convencimiento de la paternidad (…)
.
15. Las peticionarias afirmaron que la ejecutoria de la Corte Suprema de Justicia fue notificada a la señora Andrea Victoria Denegri el 14 de mayo de 2003. Argumentaron que entre noviembre y diciembre del mismo año los funcionarios del Poder Judicial peruano sostuvieron una huelga, lo cual les habría impedido obtener copias del expediente judicial respectivo para la elaboración y presentación de la denuncia ante esa instancia internacional.
16. Las peticionarias señalaron que la actuación del Poder Judicial peruano fue condescendiente con la destrucción de un medio de prueba esencial para la determinación de la filiación de Simeón Miguel Caballero Denegri. Sostuvieron que a la luz de los instrumentos internacionales en materia de derecho de la niñez ratificados por el Perú, correspondía a los órganos de la jurisdicción interna a cargo del proceso declaratorio de paternidad actuar las pruebas necesarias para garantizar el derecho al nombre y a la identidad de la presunta víctima. Finalmente, alegaron que el Estado peruano es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 8 y 18 de la Convención Americana.   
B.
Posición del Estado

17. El Estado efectuó una narración similar a la de las peticionarias sobre las decisiones dictadas en el curso de la acción declaratoria de paternidad extramatrimonial formulada por la señora Andrea Victoria Denegri el 15 de agosto de 1997. Argumentó que la ejecutoria de la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de 23 de diciembre de 2002 se ajusta a la legislación interna y que no corresponde a la CIDH revisar las decisiones adoptadas por los tribunales peruanos, máxime cuando actuaron con arreglo a las garantías de un debido proceso y dentro de sus competencias.
18. El Estado afirmó que la Ley 28457 establece que, en casos de esa naturaleza, la negativa del supuesto progenitor a someterse a examen de ADN es sancionada con la declaración de paternidad del menor. Sin embargo, sostuvo que la misma consecuencia no es aplicable con relación a los sucesores del presunto padre, inexistiendo “regulación legal para que la investigación biológica de la paternidad pueda afectarse sobre éstos”. Agregó que los magistrados de la Corte Suprema de Justicia no podían ordenar una prueba que no está regulada en la legislación interna o “compeler a personas a someterse a actos de disposición sanguínea por actos que no realizaron [lo que] atentaría contra el propio derecho de las demandadas a su integridad y al reconocimiento de su personalidad jurídica.”  

19. El Estado alegó que la cremación del cuerpo del señor SCB pudo ser impedida por los actores de la acción civil de declaración de paternidad, a través de los mecanismos cautelares previstos en la legislación interna. Al respecto, destacó que la señora Andrea Victoria Denegri obtuvo una medida cautelar de no innovar el 9 de septiembre de 1997, pero que la Sexta Sala Civil de Familia de Lima la dejó sin efecto debido a que la parte actora no había aportado prueba de contracautela ni justificado la inminencia de una conducta de las demandadas dirigida a destruir medios de prueba. Señaló que solamente después de declararse la improcedencia de la medida cautelar, el Ministerio de Salud dictó una resolución directoral autorizando la exhumación y cremación de los restos mortales de SCB.
20. El Estado afirmó que “no puede asumir responsabilidad internacional por la vulneración de derechos que realicen los privados, como el caso materia de análisis donde estaban en discusión derechos personalísimos como es la filiación, ello principalmente porque el Estado peruano brindó las medidas eficaces para evitar tal violación.” Con relación a la alegada vulneración del derecho previsto en el artículo 18 de la Convención, sostuvo que la presunta víctima “se encuentra debidamente registrad[a], cuenta con una partida de nacimiento donde se consignan sus apellidos”.
21. El Estado manifestó que la petición inicial tiene fecha 18 de diciembre de 2003,
 mientras que la notificación de la ejecutoria de la Corte Suprema de Justicia que pone fin al proceso declaratorio de paternidad tuvo lugar el 14 de mayo de 2003. Al respecto, sostuvo que la petición fue presentada fuera del plazo establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención. Finalmente, afirmó que los hechos narrados por las peticionarias no caracterizan la violación a derechos protegidos en la Convención y solicitó que la CIDH declare la denuncia inadmisible en virtud del artículo 47.b) del referido instrumento.    

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

22. Las peticionarias se encuentran facultadas por el artículo 44 de la Convención para presentar denuncias. La presunta víctima es una persona natural que se encontraba bajo la jurisdicción del Estado peruano a la fecha de los hechos denunciados. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

23. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

24. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

25. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se alega la violación a derechos protegidos por la Convención Americana.

B.
Agotamiento de los recursos internos

26. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.

27. La presente denuncia plantea la violación a derechos protegidos en la Convención Americana a raíz de una actuación supuestamente irregular por parte de las autoridades judiciales peruanas que conocieron una acción declaratoria de paternidad interpuesta por la señora Andrea Victoria Denegri el 15 de agosto de 1997 en representación de su hijo Simeón Miguel Caballero Denegri. De acuerdo con la información presentada, la referida acción fue decidida en última instancia a través de resolución de 23 de diciembre de 2002 sobre recurso de casación, en la cual la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República desestimó la pretensión deducida por la señora Andrea Victoria Denegri.  
28. Dado que la Corte Suprema de Justicia constituye la más alta instancia de la jurisdicción civil en el Perú
, y que la presente petición plantea la vulneración a derechos previstos en la Convención Americana derivada de la actuación de diferentes instancias judiciales, inclusive de la referida Corte Suprema, la CIDH concluye que se encuentra satisfecho el requisito de agotamiento previo de los recursos internos. 
C.
Plazo de presentación de la petición

29. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
30. De acuerdo con la información que obra en el expediente en poder de la CIDH, la ejecutoria de la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de 23 de diciembre de 2002 fue notificada a la señora Andrea Victoria Denegri el 14 de mayo de 2003
. La presente denuncia fue recibida el 14 de diciembre de 2003, es decir, un mes después del plazo señalado en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana. Las peticionarias destacaron que debido a una huelga sostenida por funcionarios del Poder Judicial durante el mes de noviembre de 2003, la señora Andrea Victoria Denegri no pudo obtener las copias del expediente judicial respectivo, preparar su denuncia y someterla oportunamente ante esa instancia internacional.
31. Mediante comunicaciones recibidas por la CIDH el 12 de noviembre de 2010 y el 24 de febrero de 2011 el Estado argumentó que “el propio peticionario reconoce que existe un retraso en la presentación de la petición [siendo] pues evidente e indubitable que la petición fue presentada más allá de los seis meses que tuvo como plazo para interponer su denuncia ante la CIDH […].” Añadió que “esta presentación extemporánea responde exclusivamente a un acto propio del peticionario que debe sujetarse a las normas procedimentales”.
32. Aunque el Estado no presentó información sobre la alegada huelga por parte de los trabajadores del Poder Judicial, de acuerdo con la información de público conocimiento, el 14 de octubre de 2003 tales trabajadores realizaron un paro de protesta y durante el mes de noviembre del mismo año sostuvieron una huelga
. Esa información indica asimismo que en diferentes acciones judiciales el Tribunal Constitucional del Perú declaró la suspensión de los plazos procesales internos durante la huelga sostenida por la Federación Nacional de Trabajadores del Poder Judicial en noviembre de 2003
.
33. Dado que el Estado no presentó alegato o información que desvirtúe los efectos de la huelga en el Poder Judicial para la obtención de información relevante y presentación oportuna de la presente petición, la CIDH considera que el trascurso de un mes adicional al plazo previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención se encuentra justificado, pues sería atribuible a hechos ajenos a la presunta víctima y relacionados con la administración de justicia en el Perú. En ese sentido, y ante las circunstancias del presente caso, la CIDH da por satisfecho el requisito de admisibilidad previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

34. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c) y 47.d) de la Convención.
E.
Caracterización de los hechos alegados

35. A los fines de admisibilidad, la Comisión debe decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es "manifiestamente infundada" o si es "evidente su total improcedencia", según el inciso c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo.
36. En vista de los elementos presentados por las partes hasta esa etapa del procedimiento, la CIDH considera que la alegada falta de diligencia de los órganos judiciales peruanos en la actuación probatoria orientada a verificar la paternidad de Simeón Miguel Caballero Denegri podría implicar el eventual incumplimiento de las obligaciones derivadas de los artículos 8 y 18 de la Convención Americana. Adicionalmente, en virtud del principio iura novit curia, la CIDH considera que los hechos alegados por los peticionarias podrían configurar en el eventual incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 17.5, 19, 24 y 25 de la Convención en conexión con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, todo ello en perjuicio de Simeón Miguel Caballero Denegri.
37. En la etapa de fondo la CIDH examinará, particularmente, si los órganos judiciales peruanos impusieron una carga irrazonable a la representante de Simeón Caballero Denegri para el otorgamiento de una medida cautelar orientada a preservar un medio de prueba esencial en la determinación de su filiación, el cual consistió en la prueba de ADN en los restos mortales de SCB. En dicho análisis la CIDH tomará en cuenta si el depósito de 20 mil nuevos soles  exigido por el Primer Juzgado de Familia como contracautela y si los fundamentos de la Sexta Sala Civil de Familia de Lima para levantar la citada medida cautelar se ajustaron a la Convención Americana. Asimismo, la CIDH evaluará si al levantar la medida cautelar que buscaba evitar la destrucción de un medio de prueba fundamental en la determinación de la paternidad de la presunta víctima la Sexta Sala Civil de Familia de Lima actuó de conformidad con el principio del interés superior del niño. Finalmente, la CIDH evaluará si la forma como se encuentra regulado el proceso declaratorio de paternidad extramatrimonial en el Perú es compatible con los estándares interamericanos, interpretados a la luz del corpus juris en materia del derecho de la niñez.
38. Dado que la señora Andrea Victoria Denegri Espinoza actuó como representante de su hijo Simeón Miguel Caballero Denegri durante todas las etapas del proceso de declaración judicial de paternidad, la CIDH considera que de probarse los hechos alegados, podría configurarse la violación a los derechos previstos en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana igualmente en su perjuicio.
39. Finalmente, por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia del reclamo no resultan evidentes, la Comisión concluye que la petición satisface los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.     
V.
CONCLUSIONES

40. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión Interamericana concluye que la petición satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y en consecuencia
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la petición con relación a los artículos 17.5, 18, 19, 24, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento.

2. Notificar esta decisión al Estado y a las peticionarias.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 31 días del mes de marzo de 2011. (A favor): José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión; y Dinah Shelton, Presidenta de la Comisión (en disidencia). 
VOTO EN DISIDENCIA DE LA COMISIONADA DINAH SHELTON

Suponiendo, para propósitos de admisibilidad, que el alegato de la peticionaria pueda ser probado, en este caso prima facie no se ha violado ningún derecho humano, y en consecuencia no puedo votar en favor de su admisibilidad.  

En términos del supuesto “derecho a la identidad” como parte de los derechos del niño o de la familia, el Estado no tiene obligación positiva de determinar la paternidad de todos los niños nacidos dentro de su jurisdicción. Lo que se requiere es que el Estado provea procedimientos justos por medio de los cuales la madre y/o el niño puedan confirmar la paternidad con el objeto de proveer el apoyo necesario al niño y obtener el reconocimiento legal de la identidad del padre, si la madre lo considera en el mejor interés del niño durante su minoría de edad y la vida del padre.  

El Estado puede, o en mi opinión debería, permitir que la decisión de procurar el reconocimiento legal de la paternidad sea realizada por la madre mientras el hijo es menor de edad. Existen  muchas razones legítimas por las cuales una mujer puede decidir abstenerse de dar a conocer la paternidad de su hijo, razones consistentes con sus mejores intereses y los del niño. El embarazo puede ser el resultado de una violación o del incesto. La madre puede estar escapando de una relación abusiva o temer la llamada “muerte para salvar el honor” como consecuencia de la desaprobación familiar.  Puede haber decidido dar a luz y criar su hijo por sus propios medios con una compañera femenina o un padrastro. Esta decisión privada de la madre debe ser respetada por el Estado y los órganos de derechos humanos. Parecen no existir razones superiores para ignorar la decisión de la madre, incluso el deseo que puedan tener algunos hijos de obtener información acerca de sus ancestros
.  Ningún ser humano – adulto o menor – tiene un derecho humano absoluto de saber y de que se reconozca legalmente la identidad de sus padres biológicos. Ningún órgano de derechos humanos ha sugerido la existencia de tal derecho absoluto y en efecto los tribunales de derechos humanos han confirmado las leyes que limitan el derecho a conocer los padres biológicos. En vista de la ausencia de autoridad alguna sobre este tema, no resulta apropiado que la Comisión legisle la existencia de tal derecho e imponga nuevas obligaciones al Estado. 
Un derecho de identidad amplio significaría que los Estados tuvieran una obligación y el poder sin precedentes de entrar en los más íntimos detalles de la vida privada de una persona. Ello implicaría que cada Estado pudiera y debería exigir que todas las mujeres que dan a luz identificaran, bajo pena de perjurio, al padre de su hijo. Las adopciones cerradas (sin que los adoptantes conozcan los padres biológicos) se tornarían ilegales y sería necesario dar a conocer la identidad del padre y de la madre
. Serían prohibidas las donaciones anónimas de esperma y de óvulos para la procreación asistida, eliminándose muchos procedimientos in vitro y la posibilidad de tener hijos para un sinnúmero de familias. El Estado podría demandar legítimamente muestras de ADN de todas las personas que viven dentro de su territorio con el fin de obtener la información necesaria para identificar a los padres de niños abandonados. No deben subestimarse los riesgos involucrados en la provisión de esta información y facultad al Estado.

En suma, para que la Comisión innove en este caso reconociendo el derecho absoluto a la identificación de los padres biológicos implicaría la violación de un número considerable de otros derechos humanos de hombres y mujeres, especialmente el derecho a la privacidad, el derecho a contraer matrimonio y establecer una familia y el derecho a la protección de la familia. En este caso la peticionaria solicitó en última instancia obtener material genético de hijos del matrimonio del fallecido. Tales personas tienen derecho a la privacidad y a la protección de su familia que debe respetarse y el Estado no viola ningún derecho de la peticionaria negándose a obligar a esas personas a proporcionar evidencia sobre una supuesta relación colateral con el hijo de la peticionaria.  

En el caso  Backlund c/ Finlandia, Aplicación no. 36498/05, 6 de julio de 2010, una cámara de la Corte Europea de Derechos Humanos declaró la violación del Artículo 8 (derecho a una vida privada y familiar) por discriminación en la prescripción de acciones sobre paternidad, pero la Corte reiteró que su función no es sustituir a las autoridades nacionales competentes en la regulación de disputas sobre paternidad al nivel nacional, sino más bien examinar en el marco de la Convención las decisiones que dichas autoridades hayan adoptado en el ejercicio de su poder de apreciación (véanse, inter alia, Różański c/ Polonia, no. 55339/00, § 62, 18 de  mayo de 2006; Mikulić c/ Croacia, App. no. 53176/99, §§ 54 y 64, CEDH 2002-I), § 59; y Hokkanen c/ Finlandia, 23 de septiembre de 1994, § 55, Series A no. 299-A).  La Corte señaló que

“[aparte de ponderar los intereses de las personas vis-à-vis el interés general de la comunidad en su totalidad, también se requiere un ejercicio de equilibrio con respecto a los intereses privados en disputa. En este sentido, debe observarse que la expresión “todos” en el Artículo 8 de la Convención se aplica tanto al niño como al padre putativo. Por una parte, las personas tienen el derecho de conocer sus orígenes, que deriva de una interpretación amplia del alcance de la noción de la vida privada (véase Odièvre / Francia [GC], antes citado, § 42). Una persona tiene un interés vital, protegido por la Convención, de recibir la información necesaria para descubrir la verdad sobre un importante aspecto de su identidad personal y eliminar cualquier incertidumbre en este sentido (véase Mikulić c/ Croacia, antes citado, §§ 64 y 65). Por otra parte, no puede negarse el interés de un padre putativo de verse protegido de demandas relacionadas con hechos que se remontan a muchos años. Por último, además de ese conflicto de intereses, entran a jugar otros intereses, como los de terceros, esencialmente la familia del padre putativo, y el interés general de la certidumbre legal ”. [párrafo 46].  

Este caso y otros sugieren que el Estado tiene la obligación de crear procedimientos justos mediante los cuales una madre y/o un niño puedan obtener el reconocimiento de la paternidad, pero se trata de una obligación limitada, fundada principalmente en el deber de ambos padres de contribuir económicamente a la crianza de los hijos. El Estado, la sociedad en general y la madre tienen un interés legítimo en asegurar que el supuesto padre asuma las responsabilidades económicas incurridas al concebir un hijo. El Artículo 18 de la Convención sobre los Derechos del Niño establece que los Estados Partes harán los mayores esfuerzos para asegurar el reconocimiento del principio de que ambos padres tendrán responsabilidades comunes en la crianza y el desarrollo de los hijos. Los padres o, según corresponda, los tutores legales tendrán la responsabilidad principal por la crianza y el desarrollo de los hijos. Su preocupación básica será el mejor interés de los hijos. 

Ciertamente, el Estado tiene interés en proteger al niño de penurias. Dicho interés  general da lugar al  derecho y la obligación de adoptar las leyes y procedimientos necesarios para asegurar que los padres o tutores contribuyan financieramente, en la medida de lo posible, a que los hijos se críen en una vida de dignidad y bienestar. El derecho de mantenimiento se extiende hasta que el niño llega a la mayoridad, pero es una obligación personal de cada padre y cesa con su muerte. La obligación no se extiende más allá del padre identificado y no alcanza a los parientes colaterales o incluso a la identificación del supuesto padre después de su muerte, ya que ha cesado la justificación del reconocimiento de la paternidad.  

En este caso, los hechos indican que el Perú cuenta con leyes y procedimientos apropiados para establecer la paternidad. Desafortunadamente, la peticionaria esperó hasta tres semanas antes del fallecimiento del supuesto padre antes de iniciar su acción y él falleció antes de que el procedimiento se hubiera completado. En estos hechos, nada indica la responsabilidad del Estado o la violación de un derecho. La peticionaria entonces dejó pasar seis años antes de iniciar otro procedimiento para obtener evidencias de ADN del cadáver del fallecido. En mi opinión, el Estado muy bien podría haber prohibido esa acción tardía y requerido que la paternidad se estableciera durante la vida del supuesto padre, cuando él tenía la obligación de mantener al hijo. En vista de ello, no considero que se haya violado ningún derecho del niño a su identidad o mantenimiento mediante un acto en el que el Estado fuese responsable. El Estado no tenía la obligación de plantear una acción de paternidad cuando la madre no lo hizo.

En vista de que el Estado proporcionaba la posibilidad de tal acción, la petición podría ser admisible si la peticionaria alegara hechos que indican que fue denegado el acceso a la justicia o a un debido proceso, pero ella no lo ha hecho. La legislación del Estado permitió que la acción procediera incluso después de la muerte del supuesto padre, aparentemente mediante una contra-cautela como garantía. La peticionaria no ha sugerido que la existencia o el monto de la contra-cautela fuera irrazonable, ni que hubiera razón para cuestionar la legitimidad de tal requisito jurídico interno, siempre que los montos no impidan el acceso a la justicia por parte de los pobres. En consecuencia, los hechos no sugieren prima facie una violación del derecho de acceso a la justicia.

Los tribunales internos actuaron con rapidez frente a la petición y no se han alegado demoras por parte de las autoridades en ninguna etapa del procedimiento. El único alegato relacionado con una supuesta violación al debido proceso es que la Sala Civil de Familia cometió un error. La peticionaria no alega que el error fue resultado de sesgo, fraude, corrupción o violación de derechos protegidos. Parece haberse tratado de un simple error de hecho. En mi opinión, un error de este tipo no asciende al nivel de una violación al debido proceso, a pesar de las consecuencias para la peticionaria como resultado de actos cometidos por actores privados.  

Con respecto a este último punto, la esposa del fallecido actuó de acuerdo con la ley vigente cuando cremó los restos mortales, ya que no había una orden que prohibiera dicho acto. Si bien la esposa pudo haber actuado para impedir la determinación de la paternidad y de mala fe, el Estado no es responsable por este acto y la esposa no tenía obligación alguna frente a la peticionaria.
Tampoco veo prima facie la violación del derecho al nombre. El Artículo 18 establece que todas las personas tienen el derecho de un nombre y los apellidos de sus padres o el de uno de ellos  En este caso, el niño tenía un nombre y el apellido de uno de sus padres.  

No habiendo prima facie violación de ningún derecho humano indicado en el alegato, el caso es inadmisible.
� Las señoras Erika Vela Cumapa y Rocío Garces Miranda se constituyeron como peticionarias el 17 de marzo de 2005. 


� El artículo 613 del Código Procesal Civil Peruano establece lo siguiente:





La contracautela tiene por objeto asegurar al afectado con una medida cautelar, el resarcimiento de los daños y perjuicios que pueda causar su ejecución.





La admisión de la contracautela, en cuanto a su naturaleza y monto, será decidida por el Juez, quien podrá aceptar la ofrecida por el solicitante, graduarla, modificarla o, incluso, cambiarla por la que considere pertinente. 


[…]





� Comunicación de las peticionarias recibida el 6 de octubre de 2008, anexos, Oficio Nº 458-97-1JFL-CM de 18 de septiembre de 1997 enviado por el Primer Juzgado de Familia de Lima al Director General de Circulación Terrestre del Ministerio de Transportes y Comunicaciones. Las mayúsculas corresponden a la versión original.


� Comunicación de las peticionarias recibida el 11 de febrero de 2008, anexos, sentencia de casación de 23 de diciembre de 2002 dictada por la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, exp. Nº 2675-2001, considerandos noveno y décimo.


� Aunque en nota del 24 de febrero de 2011 el Estado peruano manifestó que el primer escrito de las representantes de la presunta víctima tiene fecha 18 de diciembre de 2003, en el expediente de la presente denuncia obra una comunicación de la señora Andrea Victoria Caballero Denegri recibida por la CIDH el 14 de diciembre de 2003.


� El artículo 49 del Código Procesal Civil peruano establece que “la justicia civil es ejercida por los Jueces de Paz, de Paz Letrados, Civiles, de las Cortes Superiores y de la Corte Suprema”. 


� Comunicación de las peticionarias remitida por correo postal y recibida por la CIDH el 12 de enero de 2004, anexos, cédula de notificación de fecha 13 de mayo de 2003 firmada por el Secretario de la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia con anotación de entrega en fecha 14 de mayo de 2003. La referida cédula de notificación fue aportada por las peticionarias igualmente en comunicación recibida por la CIDH el 11 de febrero de 2008.


� Boletín Informativo Justicia Viva, edición Nº 10, noviembre-diciembre del 2003, página 11, disponible en: � HYPERLINK "http://www.justiciaviva.org.pe/boletin/boletin10.pdf" ��www.justiciaviva.org.pe/boletin/boletin10.pdf�.  


� A modo de ejemplo, véase Sentencia del Tribunal Constitucional  de 28 de noviembre de 2007, Exp. Nº 04144-2006-PA/TC, fundamento 5, disponible en � HYPERLINK "http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2008/04144-2006-AA.html" ��www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2008/04144-2006-AA.html�.  


� Nótese que en la mayoría de los casos que involucran paternidad presentados ante la Corte Europea de Derechos Humanos se han relacionado con padres que procuran hacer reconocer su paternidad ante las objeciones de la madre. La Corte Europea ha considerado cada caso según sus especificidades y se ha negado a hallar una violación en muchos casos en los que la determinación de la paternidad ha sido denegada por los procedimientos estatales o el derecho sustantivo, teniendo en cuenta los derechos de la madre, del supuesto padre y del niño.


� En la actualidad, los Estados permiten que las adopciones cerradas protejan la identidad de los padres, en particular cuando la madre procura determinarla. Esta situación surge frecuentemente en casos de violaciones, incesto, otra violencia o cuando la madre es una menor. Véanse, por ejemplo, Convención Europea sobre Derechos Humanos y Biomedicina, art. 10; Carta Africana sobre los Derechos y el Bienestar del Niño, art. 24.  La Convención sobre los Derechos del Niño no hace referencia al tema en el Artículo 21 sobre adopciones. En el caso  Odièvre c/ Francia, Aplicación no. 42326/98, 13 de febrero de 2003, una Gran Cámara de la Corte evaluó el alegado derecho a la identidad. La madre del peticionario había requerido anonimato y completado un formulario en el Departamento de Salud y Seguridad Social en el que entregaba la niña en adopción. La peticionaria fue adoptada y posteriormente pudo consultar el expediente y obtener información que no llegó a revelar la identidad de su familia natural, siendo impedida de obtener dicha información incluso después de haber recurrido al Poder Judicial. La peticionaria adujo una violación al Artículo 8. El gobierno sostuvo que el caso involucraba dos intereses en disputa: el interés de la peticionaria de determinar sus orígenes y el interés de una mujer que no quería ser considerada la madre de la peticionaria, preservando su vida privada. La peticionaria también procuró contactarse con sus hermanos, cuya existencia recién había descubierto siendo adulta, y a quienes nunca había conocido, implicando de esta manera sus derechos. La Corte observó que el tema del acceso a la información sobre los orígenes de una persona y la identidad de sus padres naturales no es de la misma naturaleza que el acceso a un registro relacionado con un niño bajo cuidado o la evidencia de una supuesta paternidad. La Corte no halló violación del Artículo 8, observando que “debe permitirse a los Estados determinar los medios que consideren más apropiados para conciliar aquellos intereses en vista de la compleja y sensible naturaleza del tema del acceso a información sobre los orígenes de una persona, tema que se relaciona con el derecho a conocer la propia historia personal, las selecciones realizadas por los padres naturales, los vínculos familiares existentes y los padres adoptivos”.





